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DECISIÓN DE ARCHIVO
CASO 11.651
COLOMBIA
23 de marzo de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
Luz Beatriz Pedraza Bernal
PETICIONARIO:
Luis Gonzalo Mejía Uribe
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 11(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
19 de julio de 1996
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 12 de febrero de 1996 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Luis Gonzalo Mejía Uribe, (en adelante, “el peticionario”) en la cual se alegó la responsabilidad de la República de Colombia por no haber reintegrado a Luz Beatriz Pedraza Bernal como funcionaria del Ministerio de Relaciones Exteriores, así como por no otorgarle los beneficios salariales correspondientes.
2. El peticionario alegó que Luz Beatriz Pedraza Bernal fue funcionaria del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia desde el 14 de octubre de 1974 hasta el 17 de marzo de 1988, ejerciendo su último cargo en la Embajada de Colombia en Barbados.  Sostuvo que el 8 de marzo de 1988 Luz Beatriz Pedraza Bernal se vio obligada a renunciar a causa de la falta de respuesta del Ministerio de Relaciones Exteriores ante numerosas solicitudes de licencia médica, o licencia sin remuneración o traslado a Bogotá de la presunta víctima en virtud de su estado grave de salud.  El peticionario alegó que el 30 de marzo de 1988 Luz Beatriz Pedraza Bernal interpuso una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa a fin de que se declare la nulidad del Decreto mediante el cual se aceptó su renuncia en base a que ésta no fue voluntaria, ya que obedeció a una “quiebra del umbral de resistencia nerviosa”.
3. Alega que el 7 de julio de 1994 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de la renuncia de Luz Beatriz Pedraza Bernal y ordenó al Ministerio de Relaciones Exteriores que reintegre a la presunta víctima a sus funciones, concretamente al cargo de Consejero o a otro igual o superior y ordenó al Ministerio reconocer y pagar todos los sueldos y prestaciones dejadas de percibir.  Alega que mediante Decreto 0392 de 28 de febrero de 1996 Luz Beatriz Pedraza Bernal fue reintegrada al Ministerio de Relaciones Exteriores, sin embargo alega que las condiciones no cumplían con lo dispuesto en la sentencia.  Señaló que el 5 de marzo de 1996 la presunta víctima interpuso un recurso de reposición, el cual fue denegado por el Ministerio de Relaciones Exteriores el 7 de mayo de 1996 por no reunir la totalidad de requisitos formales.
4. El peticionario alegó que no existe ningún recurso en el ordenamiento jurídico colombiano que permita amparar a Luz Beatriz Pedraza Bernal frente a la presunta violación de sus derechos.  Finalmente, alega que el Estado es responsable por la violación del derecho a la honra y dignidad, protegido en el artículo 11 de la Convención Americana, en perjuicio de Luz Beatríz Pedraza Bernal.

II.
POSICIÓN DEL ESTADO

5. En respuesta al reclamo del peticionario, el Estado alegó que la petición es inadmisible.  Sostuvo que la situación descrita en la petición fue resuelta mediante un fallo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de 7 de julio de 1994, el cual dispuso, entre otros, la reincorporación de Luz Beatriz Pedraza Bernal al Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia al cargo de Consejero o a otro de igual o superior categoría y el reconocimiento y pago de todos los sueldos y prestaciones dejadas de percibir desde el retiro.  Alegó que el Ministerio de Relaciones dio cumplimiento a lo ordenado por el fallo mediante Decreto No. 0392 de 28 de febrero de 1996 y mediante Resolución No. 2639 de 2 de septiembre de 1996.
6. El Estado colombiano afirmó que el sólo hecho de que las instancias internas no hayan decidido favorablemente todas las pretensiones de Luz Beatriz Pedraza Bernal no pone en evidencia que no existan recursos adecuados y efectivos a nivel interno y que el peticionario pretende que la Comisión actúe como un tribunal de cuarta instancia.  Alegó además que aun cuando los recursos internos se habrían agotado con la sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, si la presunta víctima consideraba que existía una vulneración a sus derechos tenía a su disposición recursos internos adecuados y efectivos como la acción de tutela, la cual no habría sido intentada.
7. Finalmente, el Estado alegó que los reclamos del peticionario no caracterizan violaciones a la Convención Americana, en consecuencia, solicitó a la CIDH que declare la petición inadmisible.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

8. El 12 de febrero de 1996 la CIDH recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 11.651.  Tras efectuar un análisis preliminar de la petición, el 19 de julio de 1996, la CIDH procedió a transmitirla al Estado, con un plazo de 90 días para presentar sus observaciones.  El 21 de junio, 6 de septiembre y 7 de noviembre de 1996 el peticionario envió a la CIDH información adicional, la cual fue transmitida al Estado el 24 de julio, 11 de septiembre y 22 de noviembre de 1996, respectivamente.  El 25 de noviembre de 1996 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario para sus observaciones.  El 19 de febrero de 1997 el peticionario presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.

9. El 3 de marzo de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue transmitida al Estado.  El 12 de marzo de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue transmitida al Estado.  El 24 de abril de 1997 se recibió una solicitud de prórroga del Estado, la cual fue concedida por la CIDH.  El 12 de junio de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 8 de julio de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 9 de julio se recibió en la Comisión la respuesta del Estado, la cual fue remitida al peticionario para sus observaciones.

10. El 24 de julio de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 18 de agosto de 1997 se recibieron en la CIDH las observaciones del peticionario, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El 24 de septiembre de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 28 de enero de 1998 se recibió una solicitud de prórroga del Estado, la cual fue concedida por la CIDH.  El 19 de marzo y el 10 de junio de 1998 el peticionario presentó escritos conteniendo información adicional, los cuales fueron trasladados al Estado para sus observaciones.  El 6 de agosto de 1998 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 24 de noviembre de 1998 el Estado presentó sus observaciones.  El 16 de febrero de 2010 la CIDH envío una comunicación al peticionario en la que se solicitó presente, en el plazo de un mes, información actualizada sobre si subsisten los motivos del reclamo de no recibir respuesta la Comisión podría proceder a archivar el asunto, sin recibir respuesta.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

11. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

12. En la presente petición se alegó la violación del derecho a la protección de la honra y de la dignidad consagrado en el artículo 11 de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado sostiene que la petición es inadmisible en vista de que los reclamos no caracterizan violaciones a la Convención Americana.

13. El último escrito del peticionario fue recibido en el año 1998 y desde entonces el peticionario no volvió a contactarse con la Comisión para informarle su nueva dirección o datos de contacto.  En tales circunstancias, no es posible determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





